
   “2024-Año del 30° Aniversario de la Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires”

Exp. Nº 748-J-2024 y agreg.


Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:
                        El Expediente Nº  748-J-2024, de autoría del Jefe de Gobierno, en el cual solicita “Modificase el Código Procesal Penal- Ley 2303” y sus agregados, Expediente N° 749-D-2024, de autoría de los/as diputados/as María Graciela Ocaña; María Sol Méndez y Sebastián Nagata, en el cual solicitan “Modificanse los Art. 181 y otros de la Ley N° 2303 (T.C. Ley N° 6588) Reiterancia delictiva”; Expediente N° 751-D-2024, de autoría del diputado Yamil Santoro, en el cual solicita “Modificase los Art. 181 y otros de la Ley N° 2303 (T.C. Ley N° 6588) Reiterancia delictiva”; Expediente N° 801-D-2024, de autoría de los/as diputados/as Juan Facundo Del Gaiso; María Cecilia Ferrero y Hernán Reyes, en el cual solicitan “Modificanse los Art. 181 y otros de la Ley N° 2303 (T.C. Ley N° 6588) Reiterancia delictiva y el Expediente N° 1104-D-2024, de autoría de la diputada María del Pilar Ramírez, en el cual solicita “Modifícase la Ley N° 2303 (T.C. Ley N° 6588) Reiterancia delictiva” y;         

Considerando:

                         Que, se propicia modificar diversos artículos del Anexo A de la Ley Nº 2303 - Código Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (texto consolidado por Ley N° 6588).
                        Que, la Constitución Nacional de Argentina, en su artículo 14, reconoce el derecho a la libertad de todos los habitantes de la Nación. Sin embargo, este derecho no es absoluto. Tal como lo establece el artículo 18, la privación de la libertad es admisible cuando existe una orden escrita de autoridad competente, y las restricciones a la libertad solo están permitidas cuando no son arbitrarias. Esto es respaldado por tratados internacionales y la propia jurisprudencia de nuestra Corte Suprema, que ha señalado que la prisión preventiva tiene raigambre constitucional como medida cautelar necesaria para asegurar la investigación y la eventual ejecución de la pena.
                        Que, cabe destacar que la prisión preventiva es la medida cautelar más grave e intensa del proceso penal, en tanto importa la privación de la libertad personal del imputado. Si bien la regla general es que durante el desarrollo del proceso penal el imputado debe permanecer en libertad, no puede negarse la existencia de ciertos supuestos legitimadores de la prisión preventiva. Ellos han sido sistemáticamente previstos en los diversos ordenamientos procesales de las distintas jurisdicciones del país.
                               Que, la Corte Suprema de nuestro país en destacada jurisprudencia en los casos Napoli (CSJN, in re “NAPOLI ERIKA ELIZABETH S/ infr. 139 bis del C.P.” rta 22/12/1998; Fallos 321:3630.), Barbara (NCrim y Corr, Sala I, 10/11/3 , in re “Barbará, Rodrigo Ruy s/ exención de prisión”, CNCrim. y Correcc. de la Capital Federal, Sala I, 12/11/3, in re “González, Pablo Luis s/ excarcelación.), Machieraldo (CNCP, “Macchieraldo, Ana María Luisa”, Sala III (Ledesma, Riggi, Tragant), fallo del 22/12/04.) y Chabán (CNCrim y Corr, Sala V, 13/05/05, in re “CHABAN OMAR S/ excarcelación”), establece que deben primar los criterios procesalistas sobre los criterios sustancialistas, en orden a la evaluación de los riesgos procesales.
                            Que, en el fallo plenario "Díaz Bessone", la Cámara Federal de Casación Penal subrayó que la prisión preventiva debe ser una medida excepcional, pero también reconoció que su aplicación es esencial para evitar que se frustre la justicia, ya sea por el riesgo de fuga o de entorpecimiento del proceso.
                           Que, la realidad social y la problemática de la inseguridad ha revelado la necesidad de analizar los supuestos legitimadores de la prisión preventiva a los efectos de dar respuestas racionales a las demandas de la ciudadanía.  

                          Que, en este sentido, el instituto de la reiteración delictiva busca asegurar que el proceso judicial se lleve a cabo de manera justa y efectiva, protegiendo tanto los derechos del imputado como los intereses de la sociedad. En relación a este punto, en el fallo “Todres”, la CSJN señaló que se debe “… conciliar el derecho del individuo a no sufrir una persecución injusta con el interés general de no facilitar la impunidad del delincuente…”

                       Que, la incorporación de la reiteración delictiva como un supuesto para evaluar el peligro de fuga al declarar la prisión preventiva es una medida que encuentra sólido respaldo en la jurisprudencia de la Corte Suprema y en la normativa vigente. 
                       Que, en línea con tales fundamentos y finalidades, se propone modificar el artículo 182 del Código Procesal Penal a los fines de incorporar a la reiteración delictiva como una nueva circunstancia objetiva a evaluar por los jueces y juezas a la hora de considerar el peligro de fuga.
                       Que, la excepción mencionada en el inciso 7° del artículo 182 busca garantizar la protección de los derechos a la libertad de expresión y a manifestarse, equilibrando los mismos con la obligación de mantener el orden público y proteger todos los derechos de la ciudadanía. 

                     Que, por otra parte, es claro que el Estado Nacional tiene la prerrogativa soberana de decidir los criterios de expulsión de las personas de nacionalidad extranjera que se encuentren en el país cuando hayan cometido un delito. Dichos criterios se encuentran hoy fijados esencialmente en la Ley Nacional Nº 25.871.
                      Que, las distinciones en el tratamiento de los migrantes son permisibles, incluso en la reglamentación de la admisión y la exclusión, únicamente cuando se efectúe en consecución de un objetivo legítimo, tenga una justificación objetiva y exista una proporcionalidad razonable entre los medios empleados y los fines que se persigan. 
                      Que, así entonces, para agilizar los procedimientos pertinentes, resulta de suma importancia que ciertos actos dictados en el marco de un proceso penal concernientes a personas de nacionalidad extranjera que se encuentren involucrados en hechos delictivos, sean comunicados por los jueces y juezas a la Dirección Nacional de Migraciones. Ese es el sentido de la reforma propuesta en este proyecto mediante la incorporación del artículo 68 bis al Código Procesal Penal de la Ciudad. Se agrega, allí mismo, la obligación de comunicar, cuando en un proceso penal se dicte sentencia condenatoria. Asimismo, se deberá comunicar respecto de la persona de nacionalidad extranjera que se encuentre cumpliendo pena privativa de la libertad y se verifique el supuesto previsto en el artículo 64 inciso a) de la Ley Nacional N° 25.871.
                     Que, en otro plano, es claro que el combate efectivo contra el delito requiere contar con las herramientas pertinentes. En ese marco, y frente a la comisión de ilícitos en situaciones de flagrancia, resulta indispensable la realización de ciertas diligencias probatorias que permitan luego un ejercicio adecuado de la acción pública.
                       Que, se pretende así incorporar a nuestra ley adjetiva normas especiales concernientes al instituto del allanamiento en urgencia. Ello en tanto esta medida constituye la necesaria reglamentación de las pertinentes garantías constitucionales en juego, en función de la necesidad de su realización por el peligro de que con la demora se entorpezca el esclarecimiento de los hechos delictivos. 
                       Que, no debe por lo demás pasarse por alto que el allanamiento en urgencia se encuentra previsto en numerosas legislaciones procesales actualmente vigentes, como es el caso del Código Procesal Penal de la Nación - Ley Nacional Nº 23.984-, o el Código Procesal Penal Federal de la Nación - Ley Nacional N° 27.063 y sus modificatorias. Su existencia encuentra plena justificación en la acuciante urgencia que se verifica en cada uno de los supuestos cuya habilitación se pretende mediante este proyecto, los cuales reflejan especiales circunstancias que permiten excepcionar el principio de que el allanamiento de domicilio sólo puede disponerse por orden escrita del juez competente.

                         Por todo lo expuesto, las Comisiones de Justicia y de Asuntos Constitucionales, solicitan la aprobación de la siguiente                      

                                                             LEY

Artículo 1°.- Se incorpora el artículo 68 bis al Capítulo 5 “Notificaciones, Citaciones, Emplazamientos y Préstamos” del Título V “Actos Procesales” del Libro I “Disposiciones Generales” del Anexo A de la Ley Nº 2.303 - Código Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (texto consolidado por Ley N° 6.588), con el siguiente texto:

“Artículo 68 bis.- Comunicaciones a la Dirección Nacional de Migraciones. Personas extranjeras.

Los tribunales que dicten sentencia condenatoria, deberán comunicar dichas resoluciones a la Dirección Nacional de Migraciones cuando se trate de personas extranjeras.

El Tribunal a cargo de la ejecución de la pena deberá comunicar a la Dirección Nacional de Migraciones cuando, respecto de la persona extranjera que se encuentre cumpliendo pena privativa de la libertad, se verifique el supuesto previsto en el artículo 64 inciso a) de la Ley Nacional N° 25.871. Deberá también comunicarse a dicho organismo la firmeza de la condena de ejecución condicional, requiriéndole se haga saber al Tribunal la ejecución del extrañamiento.”

Art. 2°.- Se sustituye el texto del artículo 115 del Capítulo 2 “Registro domiciliario y Requisa Personal” del Título III “Prueba” del Libro II “Investigación Preparatoria” del Anexo A de la Ley Nº 2.303 - Código Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (texto consolidado por Ley N° 6.588), por el siguiente:

“Artículo 115.- Reglas generales. 

Si hubiera motivos para presumir que en determinado lugar existen cosas pertinentes al hecho o que allí puede efectuarse la aprehensión del/la imputado/a o de alguna persona requerida o fuere necesario el ingreso para la aplicación de alguna medida precautoria, ante el pedido fundamentado del/la Fiscal, el Tribunal podrá ordenar, por auto, el ingreso y/o el registro de ese lugar. En casos graves y/o urgentes el auto se podrá adelantar por cualquier medio a los autorizados para el registro, con constancia del Secretario/a del Juzgado sobre el modo de comunicación usado y quien fue el receptor. 

A tales efectos, el/la Fiscal autorizado por el/la Juez/a podrá disponer de la fuerza pública y proceder personalmente o encomendar la diligencia en el funcionario debidamente individualizado del Ministerio Público Fiscal o de las fuerzas de seguridad que estime pertinente. En este caso la orden deberá realizarse por escrito y contener el lugar, día y hora en que la medida debe efectuarse y el nombre del comisionado. El funcionario actuante labrará un acta conforme lo normado por los artículos 56 y 57 de este Código. 

Cuando el registro deba efectuarse en un lugar habitado o en sus dependencias cerradas, la diligencia sólo podrá realizarse desde que salga hasta que se ponga el sol, salvo cuando el interesado o su representante consienta que se realice en cualquier horario o en casos sumamente graves y/o urgentes. En estos casos la autorización de ingreso nocturno deberá emanar del auto.”  

Art.3°.- Se sustituye el texto del artículo 116 del Capítulo 2 “Registro domiciliario y Requisa Personal” del Título III “Prueba” del Libro II “Investigación Preparatoria” del Anexo A de la Ley Nº 2.303 - Código Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (texto consolidado por Ley N° 6.588), por el siguiente: 

“Artículo 116. -Edificios que no son morada.

Lo establecido en el artículo 115 párrafo tercero no será aplicable cuando las diligencias deban practicarse en los edificios públicos y oficinas administrativas, los establecimientos de reunión o de recreo, la sede de las asociaciones y cualquier otro lugar cerrado que no esté destinado a habitación o residencia particular. 

En estos casos deberá darse aviso a las personas a cuyo cargo estuvieren los locales, salvo que ello fuere perjudicial a la investigación. 

Si el lugar fuera sede de la Legislatura o del Congreso Nacional, deberá requerirse la autorización del Presidente de la Legislatura o de la Cámara del Congreso Nacional donde deba practicarse el allanamiento.”

Art. 4°.- Se sustituye el texto del artículo 117 del Capítulo 2 “Registro domiciliario y Requisa Personal” del Título III “Prueba”, del Libro II “Investigación Preparatoria” del Anexo A de la Ley Nº 2.303 - Código Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (texto consolidado por Ley N° 6.588), por el siguiente: 

“Artículo 117.- Allanamiento en urgencia.

No obstante lo dispuesto en los artículos 115 y 116, la policía o las fuerzas de seguridad podrán proceder al allanamiento sin previa orden judicial cuando:

1) Por incendio, explosión, inundación u otro estrago se hallare amenazada la vida de los habitantes o la propiedad.

2) Se denunciare en forma verosímil que una o más personas extrañas han sido vistas mientras se introducían en una casa o local, con indicios manifiestos de comisión de un delito.

3) Se introduzca en una casa o local algún imputado de delito a quien se persigue para su aprehensión.

4) Voces provenientes de una casa o local anunciaren que allí se está cometiendo un delito o pidan socorro.

5) Se tenga sospechas fundadas de que en una casa o local se encuentra la víctima de una privación ilegal de la libertad y corra peligro inminente su vida o integridad física.

6) Se tenga sospechas fundadas de que un niño, niña o adolescente se encuentra en una casa o local y corra peligro inminente su vida o integridad física.

7) Se tenga sospechas fundadas de que en una casa o local se encuentra una persona víctima de violencia de género y corra peligro inminente su vida o integridad física.

En todos los supuestos, efectuadas las actuaciones de urgencia, se deberá notificar de manera inmediata al juez y al fiscal.”

Art. 5°.- Se sustituye el texto del artículo 182 del Capítulo 1 “Detención y Prisión Preventiva” del Título V “Medidas Precautorias y Cautelares. Audiencia ante el/la Juez/a” del Libro II “Investigación Preparatoria” del Anexo A de la Ley Nº 2.303 - Código Procesal Penal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (texto consolidado por Ley N° 6.588), por el siguiente:

“Artículo 182 - Peligro de fuga.-

Se entenderá que existe peligro de fuga cuando la objetiva valoración de las circunstancias del caso, los antecedentes y circunstancias personales del/la imputado/a permitan sospechar fundadamente que intentará substraerse a las obligaciones procesales.

Se tendrán en cuenta especialmente las siguientes circunstancias:

1) Arraigo en el país determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia, de sus negocios o trabajos y las facilidades para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto/a. La falsedad o la falta de información al respecto constituirán presunción de fuga.

2) La magnitud de la pena que podría llegarse a imponer en el caso. Se tendrá en cuenta especialmente la escala penal correspondiente al delito o concurso de delitos atribuidos que tuviese una pena máxima superior a los ocho (8) años de privación de libertad y se estimase fundadamente que en caso de condena no procedería la condena condicional.

3) El comportamiento del/la imputado/a durante el proceso, o en otro proceso, en la medida que indique su voluntad de no someterse a la persecución penal.

4) El pedido de aplicación de pena de prisión o reclusión de efectivo cumplimiento por parte de la Fiscalía en los alegatos del debate.

5) El dictado de sentencia condenatoria, en primera o segunda instancia, a una pena privativa de libertad de efectivo cumplimiento.

6) El rechazo del recurso de inconstitucionalidad que fuera planteado contra la sentencia condenatoria que dispone una pena privativa de libertad de efectivo cumplimiento por la Cámara de Apelaciones o por el Tribunal Superior de Justicia.

7) La reiteración delictiva entendida como la existencia actual de múltiples procesos penales con requerimiento de elevación a juicio que tengan por objeto la investigación de delitos dolosos con pena privativa de la libertad. Queda exceptuado de la aplicación del presente inciso los hechos investigados en el marco del ejercicio de la libertad de expresión, a manifestarse o a peticionar frente a las autoridades, siempre y cuando no concurran con delitos contra las personas o daños a la propiedad.”

Art. 6°.- Comuníquese, etc.

Sala de la Comisión de Justicia y de Asuntos Constitucionales,    Junio de 2024.

                                       Comisión de Justicia
                                                                                     PARRY, MARÍA INÉS

                                                                                               Presidente

  NEIRA, CLAUDIA                                            VILLAFRUELA, GIMENA

   Vice presidente  1°                                                  Vice presidente 2º

CRUCITTA, ALDANA                                       FLEITAS, REBECA

GONZALEZ ESTEVARENA MARIA L.            MICHELOTTO, PAOLA

PARERA, IGNACIO                                            PEÑAFORT, GRACIANA 

RAMIREZ, MARÍA DEL PILAR                        REYES, HERNAN

SICILIANO, SERGIO                                        VITALI, FRANCO

                             Comisión de Asuntos Constitucionales
                                                                               REYES, HERNAN

                                                                                    Presidente

PARRY, MARÍA INÉS                                        PEÑAFORT, GRACIANA

    Vice presidente  1°                                                    Vice presidente 2º

VELÁZQUEZ, DELFINA                                        RETA, JORGE

SANTORO, YAMIL                                              VITALI, FRANCO

FLEITAS, REBECA                                                 ARENAZA, JUAN PABLO

OCAÑA, MARÍA GRACIELA                              MICHIELOTTO, PAOLA VANESA

GONZALEZ ESTEVARENA MARIA L.                     FERRERO, MARÍA CECILIA

 THOURTE, MANUELA                                          VILLAFRUELA, GIMENA    
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